ACCESO DE LOS MIEMBROS DE LA CORPORACIÓN A LA INFORMACIÓN MUNICIPAL 

	RELACIÓN DE DOCUMENTOS


1
Escrito de solicitud de antecedentes, datos e informaciones del/ la Concejal/a 
2 Resolución de la Alcaldía
3 Informe de la Secretaría
4 Resolución accediendo a la solicitud
5 Resolución denegando la solicitud
SOLICITUD DE INFORMACION

D/Dª, ………………………………………… concejal/a del grupo municipal ………
EXPONE:

1. El artículo 77 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, reconoce el derecho de los miembros de las Entidades Locales a obtener del Alcalde cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.

2. Para poder fiscalizar los órganos de gobierno municipales,en el ejercicio de su función, necesita disponer de algunos datos e informaciones que requieren de la autorización de la Alcaldía, ya que están excluidos del acceso libre a la información a que se refiere el artículo 15 del Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de las entidades locales.

SOLICITA:

✓ Autorización para la consulta y examen del siguiente expediente (documento, libro)

................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

✓ Fotocopia de los documentos siguientes:

.....................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

En ..........................., a ..... de ......................... de 20....

SR. ALCALDE PRESIDENTE DEL AYUNTAMIENTO DE_________________________

RESOLUCIÓN DE LA ALCALDÍA

Vista la solicitud formulada por el Concejal/a D/Dª_________ portavoz del Grupo Municipal______ del Ayuntamiento de________., de fecha ______y nº de registro_____, en la que solicita__________________.

RESUELVO:

Que la Secretaría de este Ayuntamiento emita un informe acerca del procedimiento y la legislación aplicable al ejercicio del derecho de acceso de los Concejales del Ayuntamento a los documentos solicitados.

En ..........................., a ..... de ......................... de 20....

	ante mi,

El/la Secretario/a,
	El/la Alcalde/sa,

	Fdo.:.............................
	Fdo.:.............................


INFORME DE SECRETARÍA

De acuerdo con lo ordenado por la Alcaldía, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3.1.a) del Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, en relación con el expediente de solicitud de acceso a la información municipal por parte de los Concejales del Ayuntamientos, el/la Secretaria municipal emite el siguiente 

INFORME

I. EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN COMO DERECHO FUNDAMENTAL DE PARTICIPACIÓN DE LOS REPRESENTANTES DE LOS CIUDADANOS EN LOS ASUNTOS PÚBLICOS. NORMATIVA ESPECIFICA DE APLICACIÓN

El art. 23.11 de la Constitución Española (dentro del Título II, sección 1ª: De los derechos fundamentales y de las libertades públicas) consagra como un derecho fundamental la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos, directamente o mediante representantes. El derecho a la información de los Concejales se incardina, pues, en el art. 23 de la Constitución Española (en adelante,CE), por lo que ha de interpretarse en sentido amplio (STS 25 abril 2000) debiendo motivarse la resolución denegatoria por parte de la Alcaldía. El acceso a la documentación e información municipal por parte de los Concejales es un medio que les permite realizar correcta y eficazmente la función que tienen encomendada. Es, además, un instrumento muy útil para controlar la acción del gobierno, sobre todo por parte de aquellos concejales que no forman parte del equipo rector de la entidad. Como señala la STC de 20-9-1988, el derecho de acceso a los documentos o derecho de información adquiere especial importancia dado su carácter medial, por ser un instrumento necesario para que los miembros de las Corporaciones Locales puedan acometer con conocimiento suficiente el ejercicio de sus funciones.

También la facultad de los Concejales de acceder a la documentación e información municipal es una manifestación del derecho de acceso a archivos y registros que, con carácter general, tienen todos los ciudadanos. Este derecho está enunciado en el art. 1052 CE ( dentro del Título IV: Del gobierno y de la Administración) y se regula fundamentalmente en el art. 37 3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJPAC); así como en los arts. 2074 y 230.25 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por RD 2568/1986, de 28 de noviembre (en adelante ROF), que , por su utilidad en una visión global del tema, se transcriben, aunque el ejercicio del derecho no se refiera en ellos específicamente a los miembros de los Ayuntamientos, sino a los ciudadanos en general. Porque este informe va a centrarse fundamentalmente en el derecho de acceso a la información y documentación específico de los Concejales, en cuanto representantes de los vecinos, que es independiente del derecho de acceso a archivos y registros que tiene cualquier ciudadano. Es un derecho propio del cargo a añadir al general y, en su ejercicio por los munícipes, no caben interpretaciones que supongan limitaciones superiores a las establecidas con carácter general para el resto de los ciudadanos. Partiendo de esta premisa, y para centrar el tema, es preciso poner el énfasis en el apartado 6, letra f del art. 37 LRJPAC, que ha previsto que el acceso a los documentos obrantes en las Administraciones Públicas por parte de quienes ostenten la condición de miembros de una Corporación Local haya de regirse por sus normas específicas.

Uno de los preceptos específicos que regulan el derecho de participación de los representantes de los ciudadanos en los asuntos públicos es el art. 776 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante, LRBRL), cuando dispone que todos los miembros de las Corporaciones Locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente de la Junta de Gobierno Local cuantos antecedentes, datos o informaciones estén en poder de los servicios de la Corporación y sean necesarios para el desarrollo de su función; y que se responda a la solicitud de información motivadamente en los cinco días naturales siguientes a aquél en que hubiese sido presentada.

También son disposiciones específicas los arts. 14 y ss del ROF, y más concretamente el propio art. 14 7 que prevé de forma análoga el ejercicio del derecho, dando al posible silencio el carácter de positivo, en el caso que en los cinco días a que se refiere el precepto no se hubiese dictado resolución denegando la solicitud.

Además, el derecho del Concejal a acceder a la información y documentación necesaria para desarrollar su función tiene una doble vertiente, diferenciándose, por una parte, la que debe serle facilitada de forma obligatoria por los servicios municipales, sin que proceda previa autorización, - contemplada en el art. 158 del ROF- , y, por otra, el resto de la información y documentación, para cuyo acceso será precisa la autorización del Alcalde o Junta de Gobierno.

En síntesis, los casos de libre acceso, es decir, aquellos en que los servicios municipales han de facilitar obligatoriamente la documentación, sin que el miembro de la Corporación necesite acreditar que está autorizado para ello por la Alcaldía, son los siguientes:

· Información que competa a los ediles que ostenten delegaciones o responsabilidades de gestión respecto ala información propia de las mismas.

· Documentación íntegra de los asuntos incluidos en el orden del día de las sesiones a las que se les convoque , circunstancia recogida en la letra b, del punto 2 del el art. 469 de la LRBRL.La finalidad de esta norma es asegurar la formación libre de la voluntad de un órgano colegiado, democrático y representativo, de donde resulta que la información no debe servir sólo para las votaciones, sino también para el debate que las precede. El incumplimiento de la puesta a disposición de los Concejales de la documentación con la antelación debida (desde el mismo día de la convocatoria) es causa de nulidad de pleno derecho en base al art. 62.2. e) de la LRJPAC, por haberse prescindido de una regla esencial de formación de voluntad de los órganos colegiados (SSTS de 5-1-1988 y 24-11-1993)

· Resoluciones y acuerdos adoptados por cualquier órgano municipal (aquí el libre acceso lo es únicamente a la resolución o acuerdo, no así al resto del expediente)

· Documentación que sea de libre acceso para cualquier ciudadano.

II. NORMAS PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN. CONVENIENCIA DE UNA NORMATIVA PROPIA DEL AYUNTAMIENTO.

Con carácter general, el derecho a la información de los Concejales, reconocido en el art. 77 LRBRL, aparece regulado y desarrollado en los ya mencionados y transcritos arts. 14, 15 del ROF, y muy concretamente en el 16 10 y, en principio y al menos teóricamente, parece que de forma aceptable. Pero la realidad del juego político que se practica en buen número de Corporaciones locales nos indica que no es así, a juzgar por la abundante casuística que el tema del acceso a la información genera. 

Es evidente que se puede plantear- y de hecho se plantea-, una situación delicada para el funcionario municipal, especialmente en Ayuntamientos de reducido tamaño, porque en ocasiones debe interpretar si la información solicitada por el Concejal es o no de libre acceso. De ahí que pueda ayudar a solucionar algunos problemas acudir a lo establecido en el apartado 811 de la Resolución de 27 de enero de 1987 de la Dirección General de Administración Local, y, en consecuencia, regular de forma más minuciosa y adaptada a las características peculiares de la entidad el ejercicio del derecho, mediante la aprobación por el Pleno de un Reglamento Orgánico que contemple la adaptación de los principios de la ley a la organización propia de la Entidad. También es preciso tener en cuenta que lo dispuesto en la legislación específica en cuanto a normas de funcionamiento lo es sin perjuicio de las normas u órdenes de funcionamiento interno de dichos servicios que haya podido establecer el Alcalde, como presidente y jefe superior de todo el personal de la entidad local. A él corresponde la obligación de entregar la documentación, como responsable de la Administración Municipal (art. 21.1.a LRBRL).

No hay que olvidar que el ROF, como derecho estatal supletorio, sólo opera a falta de Reglamento Orgánico, por lo que, en su caso, habrá que estar a lo que disponga este último. La mayor parte de los problemas que surgen en esta materia se deben a la falta de normativa, por lo que es aconsejable que a través del Reglamento Orgánico, de acuerdo Corporativo o de Circular de la Alcaldía se regule y ordene el derecho de los concejales a la información.

III. LA CONCESIÓN POR SILENCIO

La falta de respuesta del Alcalde a las peticiones de acceso a la información hechas por escrito por los Concejales supone la concesión de la autorización solicitada por silencio, una vez transcurridos los cinco días establecidos (arts. 77.2 LRBRL y 14.2 ROF ya transcritos). La brevedad del plazo tiene por objeto que este derecho no pierda su finalidad en el tiempo. En ese caso el funcionario responsable de los expedientes, y al que correspondería facilitar el acceso a la información, tendrá que poner la situación en conocimiento del Alcalde, salvo que existan normas de funcionamiento interno a las que atenerse. Si el Alcalde le diera órdenes concretas de no atender las peticiones de información presuntamente autorizadas, deberá pedir la orden por escrito, para salvar su responsabilidad, pues, en último término, los servicios administrativos han de atenerse a las órdenes del Alcalde.

En los Reglamentos Orgánicos se puede contemplar un plazo inferior, pero en ningún caso ampliarlo dado el carácter de básico del art. 77 LRBRL que lo establece.

IV. DENEGACIÓN DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN: LA MOTIVACIÓN COMO REQUISITO IMPRESCINDIBLE. ALGUNAS

La normativa no contempla los supuestos de denegación, así que se puede entender que los límites están fijados, además de por lo que establezcan las normas de procedimiento administrativo común, por la posible vulneración de derechos constitucionalmente protegidos y por las diferentes normas sectoriales y de secretos oficiales, si fuera el caso.
El art. 14 ROF, tras reconocer el derecho de información de los Concejales en los mismos términos que el art. 77 LRBRL, establece que la denegación debe ser motivada.

La negativa injustificada a facilitar información puede constituir un hecho delictivo, como reconoció la STS de 22 de enero de 1996, que declaró a un Alcalde como responsable de un delito contra el ejercicio de los derechos cívicos reconocidos por la Ley

No será legitima la denegación inmotivada (STS de 15-9-1987) o basada en criterio de mera oportunidad (STC de 20-9-1988)

La Sala Segunda del TS ha incardinado en ocasiones la denegación injusta por el Alcalde impidiendo el acceso a la documentación como delito de impedimento de ejercicio de los derechos cívicos contenido en el art. 542 del Código Penal (Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre). En este sentido SSTS de 22 de enero de 1996 y de 6 de junio de 1997.

PUNTUALIZACIONES SOBRE LA DENEGACIÓN

Parece claro que puede denegarse en los casos previstos en los artículos 105 de la CE y 70-3 LRBRL, por afectar a la seguridad y defensa del Estado, averiguación de los delitos e intimidad de las personas. Debiendo extenderse a los del derecho al honor y la propia imagen (art. 18 CE), criterio que sigue el ROF respecto a la posibilidad de declarar secreto el debate y votación (art. 88).

No obstante estos límites deben entenderse en sus términos precisos, dado el carácter instrumental de este derecho para los miembros de la Corporación y en correlación al deber especial de secreto que tienen los mismos (art. 16-3 ROF) 

El TC, en sentencia de 20-9-1988, ha declarado que “el mero riesgo de afectar a la intimidad sin concretar no justifica la denegación”.

Así, respecto al secreto estadístico (alegado por un Alcalde en su negativa de acceso de unos concejales al padrón de habitantes) el TS en sentencia de 9-2-1998, reconoció a los ediles recurrentes el ejercicio del derecho.. El Tribunal tiene en cuenta los criterios que sobre el particular establece la Ley de la Función Estadística Pública, que parte del principio de garantizar el secreto estadístico,-consistente en la prohibición de utilizar para finalidades distintas de las estadísticas los datos personales obtenidos directamente de los informantes por los servicios estadísticos- y que afecta a los servicios estadísticos (...) No siendo, desde luego, equiparable la noción de personal estadístico con la representación ciudadana que en el ámbito municipal asumen los concejales, lo cierto es que bien por vía de su aprobación o bien por la de fiscalización y control de los actos del Alcalde, los concejales están legitimados para participar en la elaboración del Padrón municipal y, sobre todo, para asegurarse de que la relación de los residentes y transeúntes en el termino municipal que lo constituyen, por lo que en este sentido responde claramente a su función representativa la petición del examen del padrón y de sus antecedentes dirigida por los recurrentes al Alcalde, al ser su fin especifico controlar aquella deseable adaptación a la realidad(...).

V. ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LOS CONCEJALES Y PRIVACIDAD DE LAS PERSONAS

Ni la LRBRL, ni el ROF establecen limitación alguna para denegar el acceso a la información cuando ésta afecte al ámbito de privacidad de las personas, ya que la confrontación del derecho a la intimidad, reconocido en el art. 18 CE, y el derecho a la información, como reflejo del derecho de participación en asuntos públicos del art. 23.1 CE, se ha resuelto a favor de este último. Por tanto, como regla general, no procede denegar el acceso a la información municipal alegando que contiene datos que afectan a la intimidad o privacidad de las personas, sin perjuicio del deber de confidencialidad que pesa sobre los corporativos, aun cuando se trate de documentos incorporados a ficheros de protección de datos de carácter personal. Como señala BOATAS CLAVERA, José María12 no podría denegarse el derecho a la información del Concejal alegando la prohibición de la comunicación de cesión de datos a terceros recogida en el art. 11 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD), ya que el Concejal no tiene la condición de tercero al formar parte de la Administración Municipal, y para el adecuado ejercicio de sus funciones necesitará en ocasiones acceder a esta información.

VI. PETICIONES GENÉRICAS O ABUSIVAS Y EL DEBER DEL CONCEJAL DE NO ENTORPECER LA EFICACIA DE LOS SERVICIOS. ALGUNOS CRITERIOS JURISPRUDENCIALES

- Podrá denegarse la información cuando la petición sea genérica o abusiva..En la solicitud deben concretarse los documentos que se solicitan para saber si tiene derecho por su condición y son necesarios para su función. De ahí que puedan denegarse cuando se trate de peticiones genéricas, de solicitar el acceso a todos los documentos que puedan pedir en el futuro sin límite ni condición alguna (STS de 28-9-1987).

Ello no significa que deba identificarse el documento ni que no puedan solicitarse varios expedientes, aun completos, ya que el TS en doctrina ya consolidada ha interpretado en sentido amplio el art. 77 LRBRL (“cuantos”), tanto respecto a la clase de documentos como al volumen de los mismos a que se tiene derecho de acceso.

En el ejercicio del derecho de acceso a la documentación e información habrá que aplicar los criterios de racionalidad y proporcionalidad, que impidan obstaculizar la actividad del Ayuntamiento. Y en la valoración de estos criterios habrá que tener en cuenta factores como el volumen de trabajo y medios materiales y personales, etc, por lo que una vez más se pone de manifiesto la necesidad de la redacción, bien de un reglamento orgánico, bien de unas instrucciones de la Alcaldía al respecto.

En relación con esta materia la jurisprudencia ha establecido los criterios siguientes : 

- No se considera una carga adicional o injustificada para la Administración las solicitudes de consulta del Libro General de ingresos y gastos de los años 1992 y 1993, arqueos de los meses de enero y febrero de 1993, así como determinados expedientes de expropiación, comprobantes, facturas y justificantes de dietas de viajes del Alcalde durante dos años (STS de 28-5-1997 ).

- No puede calificarse de uso desmedido o abuso del derecho la petición de cuantos documentos, datos e informes obrasen en la Corporación relacionados con las transferencias corrientes y de capital realizadas a una mercantil y en particular los mandamientos de pago en fase ADOP durante el periodo del 1 de diciembre de 1993 al 4 de noviembre de 1994 (STS de 5-11-1999 ).

Es la Corporación quien tiene que probar que la finalidad perseguida no sea otra que obstaculizar el funcionamiento de la Corporación (STS de 28 -5-1997).

- La petición por los concejales de unos documentos concretos y determinados, referentes a la fiscalización de la cuenta general del ejercicio 1992, debe reputarse precisa para el desarrollo de su función, y la denegación de su entrega vulneró el derecho fundamental (art. 23) por cuanto no puede calificarse de uso desmedido o abuso del derecho que les asiste la petición formulada, cuya relación con sus funciones fiscalizadoras y de control de la actividad municipal resulta patente y manifiesta y por eso propia del ejercicio de las funciones que les competen. Y esta conclusión no queda desvirtuada por el hecho de que los concejales no hubieran solicitado aquella documentación antes de la celebración de la sesión correspondiente de la Comisión especial de cuentas (STS de 20-12-2000 ).

VII. EL DERECHO DEL CONCEJAL A OBTENER FOTO/COPIAS DE DOCUMENTOS

La entrega, por parte de los servicios municipales, de copias (fotocopias) de los documentos a los Concejales, en cuanto medio útil para facilitar el acceso a la información, solamente se puede exigir en los casos legalmente autorizados de acceso libre de los Concejales a la información (STS de 27-12-1994 y art. 15 ROF); cuando lo autorice el Alcalde o medie autorización expresa del Presidente de la Comisión de Gobierno (actual Junta de Gobierno) –art. 16.1.a)-, y cuando se trate de la documentación de los asuntos incluídos en el orden del día de las sesiones plenarias, según previene el art. 8413 del ROF. 

La STS de 5-2-1995, ante la solicitud de los concejales recurrentes de fotocopia de todos los expedientes completos de una sesión del Pleno extraordinaria y urgente, estima que, conforme al art-. 84 del ROF, tienen derecho a fotocopias de documentos concretos, y que la interpretación correcta del precepto debe atender a que se eviten conductas abusivas en la solicitud que puedan paralizar la actividad municipal. Añade que por ello la norma se refiere, como principio general, a documentos concretos y salvo circunstancias muy concretas excluye copias de todo el expediente.

El derecho a obtener copias no puede obstaculizar la actividad de la Administración y por tanto se debe aplicar con criterios de racionalidad y proporcionalidad.

El Tribunal Supremo entiende que el derecho de información derivado del art. 23 CE no incluye, como contenido propio del derecho fundamental, el derecho a la obtención de fotocopias o copias legitimadas, y que la facultad de acceso a la información de cualquier expediente o antecedente documental solo puede obtenerse mediante el libramiento de copias en los casos legalmente autorizados (entre otras SSTS de 26-6-98; 29-4-98; 13-2-98; 21-4-97; 14-3-2000 y 16-3-2002). Las copias no tienen por qué ser compulsadas (STS de 19-7-1989), ni autenticadas (STS de 21-4-1997), 

La obtención por silencio positivo del acceso a la información no alcanza a que se les faciliten las copias de los documentos solicitados, sino a su consulta, por lo que en las peticiones de copias, certificaciones e informes, es de aplicación lo previsto en la LRJAPAC (STS de 5-5-1995).

En definitiva, siendo el derecho de acceso un derecho de configuración legal ha de actuarse de acuerdo con lo previsto en la ley, y la LRBRL no reconoce el derecho a obtener copias, por lo que hay que estar a lo dispuesto en el art. 16-1-a del ROF, es decir, la necesidad de autorización para el libramiento de copias, salvo en los casos de libre acceso, sin perjuicio del mejor tratamiento para los miembros de la Corporación que respecto a las copias pudiera establecerse en un Reglamento Orgánico.

Tal vez no esté de más insistir en las limitaciones para la entrega de fotocopias o copias de los documentos que precisen los Concejales para su función y cuando se trate de expedientes que no sean de libre acceso a los ciudadanos. El funcionario habrá de considerar si el Alcalde ha autorizado o no su expedición y éste, a la vista del uso que se haga de esta información, aparte de poder sancionar, puede denegar la facilitación de la copia, no de la consulta del expediente o documento en las oficinas o dependencias en que se encuentre.

VIII. EL DEBER DE RESERVA Y SU INCUMPLIMIENTO POR LOS CONCEJALES

Sentadas, pues, las limitaciones a obtener información por copias o fotocopias a los supuestos de que los documentos y expedientes sean de libre acceso a los ciudadanos o cuando el Alcalde lo autorice, entra en juego el deber de reserva o sigilo que establece el art. 16.3 del ROF en relación , así como para evitar la reproducción de la documentación que pueda serles facilitada, en original o copia, para su estudio. 

Partiendo de lo anterior, si un Concejal, cumpliendo los requisitos para la facilitación de copias o fotocopias, especialmente en los casos que precisan de autorización del Alcalde, hace un uso indebido de las mismas o las utiliza para finalidades ajenas a su función, incumple su deber de reserva y puede ser sancionado por el Alcalde, de conformidad con lo establecido en el art. 78.4 LRBRL14; 7315 del Real Decreto legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local (en adelante TRRL) y 18 del ROF16, teniendo en cuenta el importante aumento de la cuantía de las multas que, sobre las previstas en el art. 59 TRRL se establecen en la disposición adicional única de la Ley 11/99, de 21 de abril, de modificación de la LRBRL, 17, así como lo dispuesto en el art. 60 TRRL18.

IX. RECURSOS 

Contra la denegación del derecho de información caben las siguientes vías:

· Recurso potestativo de reposición, previo al contencioso-administrativo ordinario (art. 52.2 LRBRL y 116 LRJAPAC), o este último directamente.

· Recurso contencioso-administrativo especial de protección de los derechos y libertades fundamentales de la persona, regulado en los arts. 114,115,116,117,118,119,120,121 y 122 de la Ley 29/98, de 13 de junio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (LRJCA), por tratarse, en su caso, de la vulneración el derecho a participar en los asuntos públicos reconocido en el art. 23 CE.

· La vía penal. Finalmente y como ya se mencionó en el epígrafe IV, la jurisprudencia más reciente del TS incardina en el delito contra el ejercicio de los derechos cívicos reconocidos por la CE y las leyes, tipificado en el art. 542 Código penal (LO 1/95, de 23 de noviembre ), la conducta de los Alcaldes que han negado el acceso a la información a los Concejales. Así la STS 22 enero 1996 señala que “cuando a un representante de los ciudadanos que no forma parte del Gobierno Municipal se le entorpece en el desarrollo de sus funciones impidiéndole el acceso a datos e informaciones a los que tiene derecho, se está cometiendo una acción gravemente censurable”.

NOTAS AL FINAL DEL DOCUMENTO. NORMATIVA INVOCADA

1 CE. “Artículo 23 
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.(...)”

2 CE “Artículo 105. La ley regulará:

 (...) b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.(...)”

3 LRJAPAC. “ Artículo 37. Derecho de acceso a Archivos y Registros.

1. Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los registros y a los documentos que, formando parte de un expediente, obren en los archivos administrativos, cualquiera que sea la forma de expresión, gráfica, sonora o en imagen o el tipo de soporte material en que figuren, siempre que tales expedientes correspondan a procedimientos terminados en la fecha de la solicitud.

2. El acceso a los documentos que contengan datos referentes a la intimidad de las personas estará reservado a éstas, que, en el supuesto de observar que tales datos figuran incompletos o inexactos, podrán exigir que sean rectificados o completados, salvo que figuren en expedientes caducados por el transcurso del tiempo, conforme a los plazos máximos que determinen los diferentes procedimientos, de los que no pueda derivarse efecto sustantivo alguno

3. El acceso a los documentos de carácter nominativo que sin incluir otros datos pertenecientes a la intimidad de las personas figuren en los procedimientos de aplicación del derecho, salvo los de carácter sancionador o disciplinario, y que, en consideración a su contenido, puedan hacerse valer para el ejercicio de los derechos de los ciudadanos, podrá ser ejercido, además de por sus titulares, por terceros que acrediten un interés legítimo y directo.

4. El ejercicio de los derechos que establecen los apartados anteriores podrá ser denegado cuando prevalezcan razones de interés público, por intereses de terceros más dignos de protección o cuando así lo disponga una Ley, debiendo, en estos casos, el órgano competente dictar resolución motivada.

5. El derecho de acceso no podrá ser ejercido respecto a los siguientes expedientes: 

a) Los que contengan información sobre las actuaciones del Gobierno del Estado o de las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias constitucionales no sujetas a Derecho Administrativo.

b) Los que contengan información sobre la Defensa Nacional o la Seguridad del Estado.

c) Los tramitados para la investigación de los delitos cuando pudiera ponerse en peligro la protección de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando.

d) Los relativos a las materias protegidas por el secreto comercial o industrial.

e) Los relativos a actuaciones administrativas derivadas de la política monetaria

6. Se regirán por sus disposiciones específicas: 

a) El acceso a los archivos sometidos a la normativa sobre materias clasificadas.

b) El acceso a documentos y expedientes que contengan datos sanitarios personales de los pacientes.

c) Los archivos regulados por la legislación del régimen electoral.

d) Los archivos que sirvan a fines exclusivamente estadísticos dentro del ámbito de la función estadística pública.

e) El Registro Civil y el Registro Central de Penados y Rebeldes y los registros de carácter público cuyo uso esté regulado por una Ley.

f) El acceso a los documentos obrantes en los archivos de las Administraciones Públicas por parte de las personas que ostenten la condición de Diputado de las Cortes Generales, Senador, miembro de una Asamblea legislativa de Comunidad Autónoma o de una Corporación Local.

g) La consulta de fondos documentales existentes en los Archivos Históricos.

7. El derecho de acceso será ejercido por los particulares de forma que no se vea afectada la eficacia del funcionamiento de los servicios públicos debiéndose, a tal fin, formular petición individualizada de los documentos que se desee consultar, sin que quepa, salvo para su consideración con carácter potestativo, formular solicitud genérica sobre una materia o conjunto de materias. No obstante, cuando los solicitantes sean investigadores que acrediten un interés histórico, científico o cultural relevante, se podrá autorizar el acceso directo de aquéllos a la consulta de los expedientes, siempre que quede garantizada debidamente la intimidad de las personas.

8. El derecho de acceso conllevará el de obtener copias o certificados de los documentos cuyo examen sea autorizado por la Administración, previo pago, en su caso, de las exacciones que se hallen legalmente establecidas.

9. Será objeto de periódica publicación la relación de los documentos obrantes en poder de las Administraciones Públicas sujetos a un régimen de especial publicidad por afectar a la colectividad en su conjunto y cuantos otros puedan ser objeto de consulta por los particulares.

10. Serán objeto de publicación regular las instrucciones y respuestas a consultas planteadas por los particulares u otros órganos administrativos que comporten una interpretación del derecho positivo o de los procedimientos vigentes a efectos de que puedan ser alegadas por los particulares en sus relaciones con la Administración”

4 ROF “Artículo 207. 

Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias y certificaciones acreditativas de los acuerdos de los órganos de gobierno y administración de las Entidades locales y de sus antecedentes, así como a consultar los archivos y registros en los términos que disponga la legislación de desarrollo del artículo 105, b), de la Constitución Española. La denegación o limitación de este derecho, en todo cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos o la intimidad de las personas, deberá verificarse mediante resolución motivada”
5 ROF “Artículo 230

1. Existirá en la organización administrativa de la entidad una Oficina de Información que canalizará toda la actividad relacionada con la publicidad a que se refiere el artículo anterior, así como el resto de la información que la misma proporcione, en virtud de lo dispuesto en el artículo 69.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

2. La obtención de copias y certificaciones acreditativas de acuerdos municipales o antecedentes de los mismos, así como la consulta de archivos y registros, se solicitarán a la citada Oficina que, de oficio, realizará las gestiones que sean precisas para que el solicitante obtenga la información requerida en el plazo más breve posible y sin que ello suponga entorpecimiento de las tareas de los servicios municipales

3. La Oficina de información podrá estructurarse de forma desconcentrada si así lo exige la eficacia de su función.

4. Las peticiones de información deberán ser razonadas, salvo que se refieran a la obtención de certificaciones de acuerdos o resoluciones que, en todo caso, podrán ser obtenidas mediante el abono de la tasa correspondiente”

6 LRBRL “Artículo 77. 

Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función. 

La solicitud de ejercicio del derecho recogido en el párrafo anterior habrá de ser resuelta motivadamente en los cinco días naturales siguientes a aquél en que se hubiese presentado”.

7 ROF. “ Artículo 14.

1. Todos los miembros de las Corporaciones Locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.

2. La petición de acceso a las informaciones se entenderá concedida por silencio administrativo en caso de que el Presidente o la Comisión de Gobierno (hoy Junta de Gobierno) no dicten resolución o acuerdo denegatorio en el término de cinco días, a contar desde la fecha de solicitud. 

3.-. En todo caso, la denegación del acceso a la documentación informativa habrá de hacerse a través de resolución o acuerdo motivado”.

8 ROF “Artículo 15 

No obstante lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, los servicios administrativos locales estarán obligados a facilitar la información , sin necesidad de que el miembro de la Corporación acredite estar autorizado, en los siguientes casos: 

 a) Cuando se trate del acceso de los miembros de la Corporación que ostenten delegaciones o responsabilidades de gestión, a la información propia de las mismas. 

 b) Cuando se trate del acceso de cualquier miembro de la Corporación, a la información y documentación correspondiente a los asuntos que hayan de ser tratados por los órganos colegiados de que formen parte, así como a las resoluciones o acuerdos adoptados por cualquier órgano municipal. 

 c) Cuando se trate del acceso de los miembros de la Corporación a la información o documentación de la entidad local que sean de libre acceso para los ciudadanos.” 

9 LRBRL “Artículo 46. 2
(...) 2.b) Las sesiones plenarias han de convocarse, al menos, con dos días hábiles de antelación, salvo las extraordinarias que lo hayan sido con carácter urgente, cuya convocatoria con este carácter deberá ser ratificada por el Pleno. La documentación íntegra de los asuntos incluidos en el orden del día, que deba servir de base al debate y, en su caso, votación, deberá figurar a disposición de los Concejales o Diputados, desde el mismo día de la convocatoria, en la Secretaría de la Corporación”

10 ROF “ Artículo 16 

..... 1. La consulta y examen concreto de los expedientes, libros y documentación en general se regirá por las siguientes normas: 

 a) La consulta general de cualquier expediente o antecedentes documentales podrá realizarse, bien en el archivo general o en la dependencia donde se encuentre, bien mediante la entrega de los mismos o de copia al miembro de la Corporación interesado para que pueda examinarlos en el despacho o salas reservadas a los miembros de la Corporación. El libramiento de copias se limitará a los casos citados de acceso libre de los Concejales a la información y a los casos en que ello sea expresamente autorizado por el Presidente de la Comisión (Junta)de Gobierno. 

 b) En ningún caso los expedientes, libros o documentación podrán salir de la Casa Consistorial o Palacio Provincial, o de las correspondientes dependencias y oficinas locales. 

 c) La consulta de los libros de actas y los libros de resoluciones del Presidente deberá efectuarse en el archivo o en la Secretaría General. 

 d) El examen de expedientes sometidos a sesión podrá hacerse únicamente en el lugar en que se encuentren de manifiesto a partir de la convocatoria. 

......2. En el supuesto de entrega previsto en el apartado a) del número anterior, y a efectos del oportuno control administrativo, el interesado deberá firmar un acuse de recibo y tendrá la obligación de devolver el expediente o documentación en un término máximo de cuarenta y ocho horas, o antes, en función de las necesidades del trámite del expediente en cuestión. 

 3. Los miembros de la Corporación tienen el deber de guardar reserva en relación con las informaciones que se les faciliten para hacer posible el desarrollo de su función, singularmente de las que han de servir de antecedente para decisiones que aún se encuentren pendientes de adopción, así como para evitar la reproducción de la documentación que pueda serles facilitada, en original o copia, para su estudio”. 

11 Resolución de 27 de enero de 1987, de la Dirección General de Administración Local, sobre posición ordinamental del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales y aplicabilidad del mismo en las Entidades que, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, dispongan de Reglamento Orgánico propio de la Entidad. 
“(...)8. Por último y en cuanto se refiere al Estatuto de los miembros de las Corporaciones Locales, es evidente que el mismo se compone de un conjunto de derechos y deberes que, como el propio artículo 11 del Real Decreto 2568/1986, expresa, son los reconocidos en normas de rango legal, rango que asimismo deben tener las normas que regulen el ejercicio de tales derechos y deberes, ya que en esta materia es esencial la garantía del principio de igualdad, pues no resulta de recibo que puedan ser distintos los derechos y deberes de un Concejal, Diputado provincial, Consejero insular o miembro de un Cabildo, según las normas que haya establecido autónomamente su Corporación.
No obstante, es indudable que las características propias de la organización y funcionamiento autónomamente adoptados por una Corporación pueden influir en los términos concretos de ejercicio de unos derechos que, en cuanto tales y en sus condiciones definitorias, han de ser iguales en todas las Entidades. 
En consecuencia, aquellos preceptos del título primero del Real Decreto 2568/1986, que no son reproducción de normas legales, sino concreción o desarrollo de las mismas pueden, desde luego, ser objeto de una regulación distinta en el Reglamento orgánico de cada Corporación.
Finalmente y aún en el caso de que en una Corporación se apliquen, en este ámbito, las normas de dicho Real Decreto, no cabe duda de que algunos aspectos de las mismas pueden ser precisados a la vista de las consultas formuladas:
a) El acceso directo a la información y documentación correspondiente a los asuntos que hayan de ser tratados por órganos colegiados (artículo 15.b) debe ser posible desde el momento en que dicha información y documentación obre en poder de la Secretaría del órgano correspondiente, conforme a un criterio análogo al contemplado en el artículo 84 del propio Real Decreto, pero no tiene por que hacerse extensivo a fases anteriores de tramitación de los asuntos o expedientes.
b) La obligación de los servicios administrativos de la Corporación, en los casos del artículo 15, de facilitar la información requerida por cualquier miembro de la Corporación, se entiende sin perjuicio de las normas u órdenes de funcionamiento interno de dichos servicios que haya podido establecer el Alcalde o Presidente como Director de la Administración de la Entidad local y Jefe superior de todo su personal, o por aquellos miembros de la Corporación que ostenten delegaciones en estos ámbitos. 

12 El Consultor 3825/2002

13 ROF “Artículo 84. 

Toda la documentación de los asuntos incluidos en el orden del día que debe servir de base al debate y, en su caso, votación, deberá estar a disposición de los miembros de la Corporación desde el mismo día de la convocatoria en la Secretaría de la misma.

Cualquier miembro de la Corporación podrá, en consecuencia, examinarla e incluso obtener copias de documentos concretos que la integre, pero los originales no podrán salir del lugar en que se encuentren puestos de manifiesto”.

14 LRBRL.-“Artículo 78. 

 1. Los miembros de las Corporaciones locales están sujetos a responsabilidad civil y penal por los actos y omisiones realizados en el ejercicio de su cargo. Las responsabilidades se exigirán ante los Tribunales de justicia competentes y se tramitarán por el procedimiento ordinario aplicable.

2. Son responsables de los acuerdos de las Corporaciones locales los miembros de las mismas que los hubiesen votado favorablemente.

3. Las Corporaciones locales podrán exigir la responsabilidad de sus miembros cuando por dolo o culpa grave, hayan causado daños y perjuicios a la Corporación o a terceros, si éstos hubiesen sido indemnizados por aquélla.

4. Los Presidentes de las Corporaciones locales podrán sancionar con multa a los miembros de las mismas, por falta no justificada de asistencia a las sesiones o incumplimiento reiterado de sus obligaciones, en los términos que determine la Ley de la Comunidad Autónoma y, supletoriamente, la del Estado.”

15 TRRL. “Artículo 73. 

Los límites de las sanciones que podrán imponer los Presidentes de las Corporaciones locales a los miembros de las mismas serán los establecidos en el artículo 59 de esta Ley sin perjuicio de lo que determinen las Leyes de las Comunidades Autónomas, de acuerdo con el artículo 78. 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

16 
ROF “Artículo 18. 

Las sanciones que de acuerdo con el artículo 78.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, pueden imponer los Presidentes de las Corporaciones Locales a los miembros de las mismas por falta no justificada de asistencia a las sesiones o incumplimiento reiterado de sus obligaciones, se regirán por lo dispuesto en el artículo 73 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.”

17 LRBRL “Disposición adicional única.
Salvo previsión legal distinta en cuanto a sus cuantías, las multas por infracción de ordenanzas no podrán exceder de 300.000 pesetas en municipios de más 250.000 habitantes, de 150.000 pesetas en los de 50.001 a 250.000 habitantes, de 75.000 pesetas en los de 20.001 a 50.000 habitantes, de 50.000 pesetas en los de 5.001 a 20.000 habitantes, y de 25.000 pesetas en los demás municipios

18 Artículo 60. 

Las autoridades y funcionarios de cualquier orden que, por dolo o culpa o negligencia, adopten resoluciones o realicen actos con infracción de las disposiciones legales, estarán obligados a indemnizar a la Corporación Local los daños y perjuicios que sean consecuencia de aquéllos, con independencia de la responsabilidad penal o disciplinaria que les pueda corresponder.

19 En caso de que la solicitud fuera denegada, habría que motivar la denegación.


CONCLUSIONES:

I. NORMATIVA ESPECIFICA.- 

Además del derecho de acceso a la información y documentación municipal que tienen todos los ciudadanos, los Concejales tienen un derecho más amplio y específico derivado del derecho fundamental de participación en los asuntos públicos en cuanto representantes de los ciudadanos.(art. 23 CE); instrumento, por otra parte, imprescindible para poder ejercer sus funciones con conocimiento de causa. 

El art. 37 6. f LRJAPAC dispone que el ejercicio de este derecho se haya de regir por normas especificas, que se concretan en los arts. 46 y 77 LRBRL; 14, 15,16 y 84 ROF. Este informe se refiere a esa facultad específica y propia de los Concejales, aunque por obvias razones de coherencia en el tratamiento del tema se haga referencia en ocasiones al derecho que en general corresponde a todos los ciudadanos de acceso a archivos y registros, 

II. CONVENIENCIA DE REGLAMENTO ORGÁNICO.- 

Existen casos indubitados de libre acceso de los Concejales a la información, cuya entrega por parte del funcionario que la tiene a su cargo no debiera en principio plantear problema alguno. Pero en otros se precisa la autorización del Alcalde y, a juzgar por la cantidad de consultas que la materia genera, el tema resulta bastante controvertido.De ahí que este informe sea tan largo- . La Resolución de 27-1-1987 de la Dirección General de Administración Local aconseja aprobar un Reglamento Orgánico que recoja la adaptación de los principios de la ley a la organización propia del Ayuntamiento. En su defecto, una Circular de la Alcadía, podría regular y ordenar este derecho tan necesario para los ediles.

III. CARÁCTER POSITIVO DEL SILENCIO.- 

Para que el ejercicio del derecho no pierda su finalidad en el tiempo, las normas específicas prevén que, si el Alcalde no responde en 5 días a la solicitud de acceso a la información que deba ser autorizada por él, aquélla se entenderá concedida por silencio administrativo. En este caso, el funcionario encargado debe poner esta circunstancia en conocimiento del Alcalde, y si éste se negara a proporcionar la información , que lo hiciera por escrito.

IV, V, VI.- MOTIVACIÓN DE LA NEGATIVA Y SU INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL. 

La denegación de acceso a la información y documentación ha de ser motivada. Y es en estos epígrafes en donde se ha considerado conveniente incluir algunas sentencias de los tribunales, porque determinadas dudas que han ido surgiendo (negativas por afectar o no a los datos personales la información solicitada; por adolecer de abuso o entorpecer la eficacia de los servicios; por ser o no precisa para el desarrollo de su función etc) han sido ya resueltas por el Tribunal Supremo, y pueden servir de orientación para resolver el caso concreto. 

VII. DERECHO DE LOS CONCEJALES A COPIAS.- 

Solamente se pueden exigir copias, con criterios de racionalidad, en los casos de libre acceso a la documentación. Para el resto, el necesaria la autorización del Alcalde.

VIII. DEBER DE RESERVA.- 

Si el Concejal incumple el deb er de reserva o hace u n uso indebido de las copias puede ser sancionado por el Alcalde.

IX. RECURSOS.- 

Contra la denegación del derecho de información caben los recursos de reposición (potestativo); contencioso administrativo ordinario; contencioso administrativo especial de protección de derechos y libertades. Incluso se puede acudir a la vía penal.

Por lo anteriormente expuesto, no se encuentra oposición ni reparo alguno al acceso a la información solicitada19
Es todo cuanto se tiene a bien informar al respecto, en ..........................., a ..... de ......................... de 20....
EL/LA SECRETARIO/A,

Fdo.:.............................

RESOLUCIÓN ACCEDIENDO A LA SOLICITUD

Vista la solicitud de información (datos, antecedentes) formulada por el concejal del grupo municipal ……… D.________________________ con fecha ………… y considerando esta Alcaldía que no existe impedimento alguno para acceder a lo solicitado,

RESUELVO:

✓ Autorizar al solicitante la consulta y examen del siguiente expediente, libro o

documento:

1. .................................................................................................................

..............................................................................................

2. .................................................................................................................

..............................................................................................

✓ Autorizar el libramiento al solicitante de fotocopia de los siguientes documentos:

1. .................................................................................................................

..............................................................................................

2. .................................................................................................................

..............................................................................................

La consulta y examen de la documentación se realizará en las dependencias del

servicio de ……………………… , donde tendrá a su disposición el original o copia de

los documentos, en horario de …… a …… horas, durante los próximos días ……… a

……… .

El concejal autorizado deberá evitar la reproducción de documentos no consentida

expresamente por la Alcaldía; y guardará igualmente la debida reserva en relación con la información a cuyo acceso se le autoriza.

En ..........................., a ..... de ......................... de 20....
El/La  ALCALDE/SA

Fdo.:.............................
D/Dª._____________________________, Concejal/a del grupo municipal ………………

RESOLUCIÓN DESESTIMANDO LA SOLICITUD

Vista la solicitud de antecedentes, datos o informaciones formulada por el concejal del grupo municipal …………… D. …………… …………… ……, con fecha ……………relativa a los siguientes documentos:

1. ........................................................................................................................

2. ........................................................................................................................

3. ........................................................................................................................

y considerando las circunstancias que concurren al caso,

RESUELVO:

✓ Desestimar la petición de consulta y examen de expediente (libro, documento), libro o formulada por los siguientes motivos:

Documento:...........................................................................................................................................................................................................................................................................

Motivo:...................................................................................................................................................................................................................................................................................

✓ Desestimar la solicitud de libramiento de copia de los siguientes documentos por los motivos que se expresan:

Documento:...........................................................................................................................................................................................................................................................................

Motivo: .........................................................................................................................
..................................................................................................

Notifíquese esta resolución al/la interesado/a informándole de los recursos que puede interponer contra la misma.

En ..........................., a ..... de ......................... de 20....
El/La  ALCALDE/SA

Fdo.:.............................



NOTAS AL FINAL DEL DOCUMENTO. NORMATIVA INVOCADA


1 CE. “Artículo 23 


1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.(...)”





2 CE “Artículo 105. La ley regulará:


 (...) b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.(...)”








3 LRJAPAC. “ Artículo 37. Derecho de acceso a Archivos y Registros.


1. Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los registros y a los documentos que, formando parte de un expediente, obren en los archivos administrativos, cualquiera que sea la forma de expresión, gráfica, sonora o en imagen o el tipo de soporte material en que figuren, siempre que tales expedientes correspondan a procedimientos terminados en la fecha de la solicitud.


2. El acceso a los documentos que contengan datos referentes a la intimidad de las personas estará reservado a éstas, que, en el supuesto de observar que tales datos figuran incompletos o inexactos, podrán exigir que sean rectificados o completados, salvo que figuren en expedientes caducados por el transcurso del tiempo, conforme a los plazos máximos que determinen los diferentes procedimientos, de los que no pueda derivarse efecto sustantivo alguno


3. El acceso a los documentos de carácter nominativo que sin incluir otros datos pertenecientes a la intimidad de las personas figuren en los procedimientos de aplicación del derecho, salvo los de carácter sancionador o disciplinario, y que, en consideración a su contenido, puedan hacerse valer para el ejercicio de los derechos de los ciudadanos, podrá ser ejercido, además de por sus titulares, por terceros que acrediten un interés legítimo y directo.


4. El ejercicio de los derechos que establecen los apartados anteriores podrá ser denegado cuando prevalezcan razones de interés público, por intereses de terceros más dignos de protección o cuando así lo disponga una Ley, debiendo, en estos casos, el órgano competente dictar resolución motivada.


5. El derecho de acceso no podrá ser ejercido respecto a los siguientes expedientes: 


a) Los que contengan información sobre las actuaciones del Gobierno del Estado o de las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias constitucionales no sujetas a Derecho Administrativo.


b) Los que contengan información sobre la Defensa Nacional o la Seguridad del Estado.


c) Los tramitados para la investigación de los delitos cuando pudiera ponerse en peligro la protección de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando.


d) Los relativos a las materias protegidas por el secreto comercial o industrial.


e) Los relativos a actuaciones administrativas derivadas de la política monetaria


6. Se regirán por sus disposiciones específicas: 


a) El acceso a los archivos sometidos a la normativa sobre materias clasificadas.


b) El acceso a documentos y expedientes que contengan datos sanitarios personales de los pacientes.


c) Los archivos regulados por la legislación del régimen electoral.


d) Los archivos que sirvan a fines exclusivamente estadísticos dentro del ámbito de la función estadística pública.


e) El Registro Civil y el Registro Central de Penados y Rebeldes y los registros de carácter público cuyo uso esté regulado por una Ley.


f) El acceso a los documentos obrantes en los archivos de las Administraciones Públicas por parte de las personas que ostenten la condición de Diputado de las Cortes Generales, Senador, miembro de una Asamblea legislativa de Comunidad Autónoma o de una Corporación Local.


g) La consulta de fondos documentales existentes en los Archivos Históricos.


7. El derecho de acceso será ejercido por los particulares de forma que no se vea afectada la eficacia del funcionamiento de los servicios públicos debiéndose, a tal fin, formular petición individualizada de los documentos que se desee consultar, sin que quepa, salvo para su consideración con carácter potestativo, formular solicitud genérica sobre una materia o conjunto de materias. No obstante, cuando los solicitantes sean investigadores que acrediten un interés histórico, científico o cultural relevante, se podrá autorizar el acceso directo de aquéllos a la consulta de los expedientes, siempre que quede garantizada debidamente la intimidad de las personas.


8. El derecho de acceso conllevará el de obtener copias o certificados de los documentos cuyo examen sea autorizado por la Administración, previo pago, en su caso, de las exacciones que se hallen legalmente establecidas.


9. Será objeto de periódica publicación la relación de los documentos obrantes en poder de las Administraciones Públicas sujetos a un régimen de especial publicidad por afectar a la colectividad en su conjunto y cuantos otros puedan ser objeto de consulta por los particulares.


10. Serán objeto de publicación regular las instrucciones y respuestas a consultas planteadas por los particulares u otros órganos administrativos que comporten una interpretación del derecho positivo o de los procedimientos vigentes a efectos de que puedan ser alegadas por los particulares en sus relaciones con la Administración”








4 ROF “Artículo 207. 


Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias y certificaciones acreditativas de los acuerdos de los órganos de gobierno y administración de las Entidades locales y de sus antecedentes, así como a consultar los archivos y registros en los términos que disponga la legislación de desarrollo del artículo 105, b), de la Constitución Española. La denegación o limitación de este derecho, en todo cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos o la intimidad de las personas, deberá verificarse mediante resolución motivada”








5 ROF “Artículo 230


1. Existirá en la organización administrativa de la entidad una Oficina de Información que canalizará toda la actividad relacionada con la publicidad a que se refiere el artículo anterior, así como el resto de la información que la misma proporcione, en virtud de lo dispuesto en el artículo 69.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.


2. La obtención de copias y certificaciones acreditativas de acuerdos municipales o antecedentes de los mismos, así como la consulta de archivos y registros, se solicitarán a la citada Oficina que, de oficio, realizará las gestiones que sean precisas para que el solicitante obtenga la información requerida en el plazo más breve posible y sin que ello suponga entorpecimiento de las tareas de los servicios municipales


3. La Oficina de información podrá estructurarse de forma desconcentrada si así lo exige la eficacia de su función.


4. Las peticiones de información deberán ser razonadas, salvo que se refieran a la obtención de certificaciones de acuerdos o resoluciones que, en todo caso, podrán ser obtenidas mediante el abono de la tasa correspondiente”








6 LRBRL “Artículo 77. Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función. 


La solicitud de ejercicio del derecho recogido en el párrafo anterior habrá de ser resuelta motivadamente en los cinco días naturales siguientes a aquél en que se hubiese presentado”.








7 ROF. “ Artículo 14.


1. Todos los miembros de las Corporaciones Locales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.


2. La petición de acceso a las informaciones se entenderá concedida por silencio administrativo en caso de que el Presidente o la Comisión de Gobierno (hoy Junta de Gobierno) no dicten resolución o acuerdo denegatorio en el término de cinco días, a contar desde la fecha de solicitud. 


3.-. En todo caso, la denegación del acceso a la documentación informativa habrá de hacerse a través de resolución o acuerdo motivado”.











8 ROF “Artículo 15 


No obstante lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, los servicios administrativos locales estarán obligados a facilitar la información , sin necesidad de que el miembro de la Corporación acredite estar autorizado, en los siguientes casos: 


 a) Cuando se trate del acceso de los miembros de la Corporación que ostenten delegaciones o responsabilidades de gestión, a la información propia de las mismas. 


 b) Cuando se trate del acceso de cualquier miembro de la Corporación, a la información y documentación correspondiente a los asuntos que hayan de ser tratados por los órganos colegiados de que formen parte, así como a las resoluciones o acuerdos adoptados por cualquier órgano municipal. 


 c) Cuando se trate del acceso de los miembros de la Corporación a la información o documentación de la entidad local que sean de libre acceso para los ciudadanos.” 








9 LRBRL “Artículo 46. 2


(...) 2.b) Las sesiones plenarias han de convocarse, al menos, con dos días hábiles de antelación, salvo las extraordinarias que lo hayan sido con carácter urgente, cuya convocatoria con este carácter deberá ser ratificada por el Pleno. La documentación íntegra de los asuntos incluidos en el orden del día, que deba servir de base al debate y, en su caso, votación, deberá figurar a disposición de los Concejales o Diputados, desde el mismo día de la convocatoria, en la Secretaría de la Corporación”








10 ROF “ Artículo 16 


..... 1. La consulta y examen concreto de los expedientes, libros y documentación en general se regirá por las siguientes normas: 


 a) La consulta general de cualquier expediente o antecedentes documentales podrá realizarse, bien en el archivo general o en la dependencia donde se encuentre, bien mediante la entrega de los mismos o de copia al miembro de la Corporación interesado para que pueda examinarlos en el despacho o salas reservadas a los miembros de la Corporación. El libramiento de copias se limitará a los casos citados de acceso libre de los Concejales a la información y a los casos en que ello sea expresamente autorizado por el Presidente de la Comisión (Junta)de Gobierno. 


 b) En ningún caso los expedientes, libros o documentación podrán salir de la Casa Consistorial o Palacio Provincial, o de las correspondientes dependencias y oficinas locales. 


 c) La consulta de los libros de actas y los libros de resoluciones del Presidente deberá efectuarse en el archivo o en la Secretaría General. 


 d) El examen de expedientes sometidos a sesión podrá hacerse únicamente en el lugar en que se encuentren de manifiesto a partir de la convocatoria. 


......2. En el supuesto de entrega previsto en el apartado a) del número anterior, y a efectos del oportuno control administrativo, el interesado deberá firmar un acuse de recibo y tendrá la obligación de devolver el expediente o documentación en un término máximo de cuarenta y ocho horas, o antes, en función de las necesidades del trámite del expediente en cuestión. 


 3. Los miembros de la Corporación tienen el deber de guardar reserva en relación con las informaciones que se les faciliten para hacer posible el desarrollo de su función, singularmente de las que han de servir de antecedente para decisiones que aún se encuentren pendientes de adopción, así como para evitar la reproducción de la documentación que pueda serles facilitada, en original o copia, para su estudio”. 








11 Resolución de 27 de enero de 1987, de la Dirección General de Administración Local, sobre posición ordinamental del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales y aplicabilidad del mismo en las Entidades que, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, dispongan de Reglamento Orgánico propio de la Entidad. 


“(...)8. Por último y en cuanto se refiere al Estatuto de los miembros de las Corporaciones Locales, es evidente que el mismo se compone de un conjunto de derechos y deberes que, como el propio artículo 11 del Real Decreto 2568/1986, expresa, son los reconocidos en normas de rango legal, rango que asimismo deben tener las normas que regulen el ejercicio de tales derechos y deberes, ya que en esta materia es esencial la garantía del principio de igualdad, pues no resulta de recibo que puedan ser distintos los derechos y deberes de un Concejal, Diputado provincial, Consejero insular o miembro de un Cabildo, según las normas que haya establecido autónomamente su Corporación.


No obstante, es indudable que las características propias de la organización y funcionamiento autónomamente adoptados por una Corporación pueden influir en los términos concretos de ejercicio de unos derechos que, en cuanto tales y en sus condiciones definitorias, han de ser iguales en todas las Entidades. 


En consecuencia, aquellos preceptos del título primero del Real Decreto 2568/1986, que no son reproducción de normas legales, sino concreción o desarrollo de las mismas pueden, desde luego, ser objeto de una regulación distinta en el Reglamento orgánico de cada Corporación.


Finalmente y aún en el caso de que en una Corporación se apliquen, en este ámbito, las normas de dicho Real Decreto, no cabe duda de que algunos aspectos de las mismas pueden ser precisados a la vista de las consultas formuladas:


a) El acceso directo a la información y documentación correspondiente a los asuntos que hayan de ser tratados por órganos colegiados (artículo 15.b) debe ser posible desde el momento en que dicha información y documentación obre en poder de la Secretaría del órgano correspondiente, conforme a un criterio análogo al contemplado en el artículo 84 del propio Real Decreto, pero no tiene por que hacerse extensivo a fases anteriores de tramitación de los asuntos o expedientes.


b) La obligación de los servicios administrativos de la Corporación, en los casos del artículo 15, de facilitar la información requerida por cualquier miembro de la Corporación, se entiende sin perjuicio de las normas u órdenes de funcionamiento interno de dichos servicios que haya podido establecer el Alcalde o Presidente como Director de la Administración de la Entidad local y Jefe superior de todo su personal, o por aquellos miembros de la Corporación que ostenten delegaciones en estos ámbitos. 








12 El Consultor 3825/2002








13 ROF “Artículo 84. Toda la documentación de los asuntos incluidos en el orden del día que debe servir de base al debate y, en su caso, votación, deberá estar a disposición de los miembros de la Corporación desde el mismo día de la convocatoria en la Secretaría de la misma.


Cualquier miembro de la Corporación podrá, en consecuencia, examinarla e incluso obtener copias de documentos concretos que la integre, pero los originales no podrán salir del lugar en que se encuentren puestos de manifiesto”.








14 LRBRL.-“Artículo 78. 


  1. Los miembros de las Corporaciones locales están sujetos a responsabilidad civil y penal por los actos y omisiones realizados en el ejercicio de su cargo. Las responsabilidades se exigirán ante los Tribunales de justicia competentes y se tramitarán por el procedimiento ordinario aplicable.


2. Son responsables de los acuerdos de las Corporaciones locales los miembros de las mismas que los hubiesen votado favorablemente.


3. Las Corporaciones locales podrán exigir la responsabilidad de sus miembros cuando por dolo o culpa grave, hayan causado daños y perjuicios a la Corporación o a terceros, si éstos hubiesen sido indemnizados por aquélla.


4. Los Presidentes de las Corporaciones locales podrán sancionar con multa a los miembros de las mismas, por falta no justificada de asistencia a las sesiones o incumplimiento reiterado de sus obligaciones, en los términos que determine la Ley de la Comunidad Autónoma y, supletoriamente, la del Estado.”








15 TRRL. “Artículo 73. Los límites de las sanciones que podrán imponer los Presidentes de las Corporaciones locales a los miembros de las mismas serán los establecidos en el artículo 59 de esta Ley sin perjuicio de lo que determinen las Leyes de las Comunidades Autónomas, de acuerdo con el artículo 78. 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.








16 �ROF “Artículo 18. Las sanciones que de acuerdo con el artículo 78.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, pueden imponer los Presidentes de las Corporaciones Locales a los miembros de las mismas por falta no justificada de asistencia a las sesiones o incumplimiento reiterado de sus obligaciones, se regirán por lo dispuesto en el artículo 73 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.”








17 LRBRL “Disposición adicional única.


Salvo previsión legal distinta en cuanto a sus cuantías, las multas por infracción de ordenanzas no podrán exceder de 300.000 pesetas en municipios de más 250.000 habitantes, de 150.000 pesetas en los de 50.001 a 250.000 habitantes, de 75.000 pesetas en los de 20.001 a 50.000 habitantes, de 50.000 pesetas en los de 5.001 a 20.000 habitantes, y de 25.000 pesetas en los demás municipios








18 Artículo 60. Las autoridades y funcionarios de cualquier orden que, por dolo o culpa o negligencia, adopten resoluciones o realicen actos con infracción de las disposiciones legales, estarán obligados a indemnizar a la Corporación Local los daños y perjuicios que sean consecuencia de aquéllos, con independencia de la responsabilidad penal o disciplinaria que les pueda corresponder.








19 En caso de que la solicitud fuera denegada, habría que motivar la denegación.
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